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 15294 RESOLUCIÓN de 1 de agosto de 2006, del Centro de Estu-
dios Jurídicos, por la que se establece el procedimiento 
de selección y se convoca a las entidades colaboradoras 
de crédito (Bancos o Cajas de Ahorros) interesadas en 
participar en el programa de ayudas del Ministerio de 
Justicia destinadas a financiar préstamos para la pre-
paración de oposiciones para el ingreso en las carreras 
judicial y fiscal.

En el marco del programa de ayudas económicas del Ministerio de Justi-
cia, elaborado por el Centro de Estudios Jurídicos, la Orden Jus/2468/2006, 
de 25 de julio, publicada en el BOE número 180 de 29 de julio de 2006, ha 
establecido las bases reguladoras de concesión de ayudas económicas 
para la preparación de oposiciones para el ingreso en las carreras judicial 
y fiscal.

La referida Orden dispone, como una de las modalidades en que 
podrán consistir las ayudas económicas, la financiación de intereses de 
préstamos que podrán concederse al opositor por la entidad colabora-
dora que resulte seleccionada de conformidad con el procedimiento pre-
visto en el artículo 16.5, párrafo primero, de la Ley 38/2003 de 17 de 
noviembre, General de Subvenciones, convocatoria que, conforme exige 
la referida Ley, debe someterse a los principios de publicidad, concurren-
cia, igualdad y no discriminación.

Mediante la presente Resolución, de conformidad con las referidas 
previsiones reglamentarias y legales, se establece el procedimiento de 
selección, así como la convocatoria de las entidades colaboradoras que 
deseen participar como colaboradoras en el referido programa de ayudas 
económicas del Ministerio de Justicia.

En su virtud, esta Dirección ha resuelto:

Primero. Objeto.–La presente Resolución tiene por objeto establecer 
el procedimiento, sometido a los principios de publicidad, concurrencia, 
igualdad y no discriminación, para seleccionar a la entidad colaboradora 
de crédito (Banco o Caja de Ahorros) que participe en el programa de 
ayudas económicas consistente en la financiación de intereses de présta-
mos concedidos a través de dicha entidad a opositores para la prepara-
ción de pruebas selectivas para el ingreso en la carrera judicial por la 
categoría de juez y en la carrera fiscal por la categoría de abogado-fiscal.

Asimismo, mediante esta Resolución se lleva a cabo la convocatoria 
para la selección de las entidades de crédito (Bancos o Cajas de Ahorros) 
interesadas en participar como entidad colaboradora en la referida moda-
lidad del programa de ayudas económicas.

Segundo. Financiación y cuantías.–La dotación máxima para la 
financiación de los intereses de los préstamos concedidos por la entidad 
colaboradora seleccionada en virtud de la presente convocatoria será 
imputada a la aplicación presupuestaria que anualmente se prevea para 
estas ayudas económicas en el Presupuesto de gastos del Centro de Estu-
dios Jurídicos.

La cuantía inicial y las características de los préstamos podrán ser 
modificadas y/o actualizadas con ocasión de la correspondiente convoca-
toria anual de estas ayudas.

Tercero. Requisitos.–Las entidades interesadas en participar en el 
procedimiento de selección, de conformidad con lo establecido en el 
artículo 3.2 de la Orden Jus/2468/2006, de 25 de julio, deberán cumplir los 
siguientes requisitos:

a) No podrán encontrarse incursas en ninguna de las circunstancias 
contempladas en el artículo 13.2 de la Ley 38/2003 de 17 de noviembre 
General de Subvenciones.

b) Deberán acreditar capacidad profesional y técnica respecto al 
contenido de la colaboración, así como contar con una amplia red de 
sucursales distribuidas en todo el territorio nacional para facilitar la soli-
citud de los préstamos.

Cuarto. Condiciones.–Para poder concurrir a la presente convocato-
ria, las entidades deberán comprometerse a la concesión de préstamos a 
los opositores que resulten beneficiarios de las ayudas en las correspon-
dientes convocatorias públicas que efectúe el Centro de Estudios Jurídi-
cos, en las siguientes condiciones:

1. Se pondrán los préstamos a disposición de los opositores benefi-
ciarios de la ayuda, previamente seleccionados por el Centro de Estu-
dios Jurídicos, en la forma y en los plazos que se acuerden en dicha 
convocatoria.

2. El importe máximo individual de cada préstamo al opositor será 
de 10.000 euros anuales.

3. Se aplicará a los préstamos un periodo de carencia de cuatro años 
y otros cuatro de amortización, lo que supone una duración máxima de 
ocho años en total. La devolución del principal en los últimos cuatro años 
se efectuará directamente por el beneficiario a la entidad colaboradora 
por cuotas mensuales iguales, salvo amortización anticipada por parte de 
aquel.

4. El tipo de interés será del 0% para el opositor beneficiario.
5. Se facturará al Centro de Estudios Jurídicos, de una sola vez y 

respecto a la totalidad de la vida del préstamo, concedido o renovado, 
todos los intereses con aplicación de un tipo fijo anual que no superará el 
4,25% para la proyección del resto de la duración del préstamo.

En el caso de las sucesivas renovaciones se tendrá en cuenta no sobre-
pasar el máximo período de carencia establecido en el punto 3 anterior. 
Así, la primera renovación tendrá un periodo de carencia de 3 años, la 
segunda de 2 y la última de 1 año, según ilustra el cuadro adjunto 

Año Período de carencia (4 años)
Período de 

amortización 4 
años

      
1 1.ª concesión    

Cuotas iguales 
salvo amor-
t i z a c i ó n 
ant ic ipada 
por parte del 
beneficiario.

2  1.ª renovación   

3   2.ª renovación  

4    3.ª renovación

 6. No se aplicará a estos préstamos gasto alguno por comisión de 
apertura ni por cancelación o amortización anticipada

7. No se podrán solicitar avales o garantías, salvo cuando el solici-
tante aparezca en los registros de morosos del sistema financiero, en cuyo 
caso será objeto de una evaluación conjunta y personalizada. Tampoco 
podrá exigirse formalización de ningún otro documento con tal finalidad, 
ni se requerirá tampoco la intervención de fedatario público.

8. No podrá imponerse como condición para la concesión del prés-
tamo la obligación de contratar producto o servicio financiero o bancario 
alguno adicional.

9. El Centro de Estudios Jurídicos abonará directamente a la entidad 
colaboradora, y conforme a lo dispuesto en el punto 5 anterior, la cuantía 
total de los intereses correspondientes a los préstamos concedidos cada 
año, ya sea por primera concesión o por cada una de las sucesivas reno-
vaciones, siendo dicho abono la única obligación asumida por el Orga-
nismo respecto a este tipo de ayudas.

10. El Centro de Estudios Jurídicos comunicará a la entidad colabo-
radora el listado de opositores seleccionados como beneficiarios de la 
ayuda con derecho a solicitar préstamos una vez se resuelva el procedi-
miento de concesión de ayudas económicas objeto de la correspondiente 
convocatoria anual.

11. La entidad colaboradora, en el mes siguiente a recibir la comuni-
cación del listado de beneficiarios de los préstamos, comunicará al Cen-
tro de Estudios Jurídicos tanto el listado definitivo de los préstamos 
debidamente formalizados como el importe total de los intereses que 
corresponda financiar al Centro de Estudios Jurídicos conforme a lo dis-
puesto en los puntos 5 y 9 anteriores.

12. En el caso de alteración en la vida de los préstamos (cancelación 
anticipada por el beneficiario o cualquier otra causa de revisión, reinte-
gro o supuesto de infracción derivado del régimen sancionador), la enti-
dad colaboradora informará durante el último trimestre del año al Cen-
tro de Estudios Jurídicos, junto con la comunicación, en su caso, de las 
solicitudes de cancelación o amortización recibidas, el importe corres-
pondiente a la subvención que debe reintegrar, que se calculará de forma 
proporcional al capital amortizado; todo ello de acuerdo con las cláusu-
las a las que se someta en el convenio previsto en el apartado undécimo 
de la presente Resolución, y de conformidad con lo establecido en el 
Título II de la Ley 38/2003 de 17 de diciembre, General de Subvenciones.

13. La entidad colaboradora se deberá someter a las actuaciones de 
comprobación y seguimiento por parte del Centro de Estudios Jurídicos 
para garantizar el estricto cumplimiento de esta convocatoria, así como al 
control financiero que corresponda por parte de la Intervención General 
de la Administración del Estado en relación con las ayudas concedidas, o 
del Tribunal de Cuentas, de conformidad con las previsiones normativas 
al respecto.

14. La entidad colaboradora deberá establecer, a su cargo, un plan de 
difusión de este programa de ayudas económicas de financiación de prés-
tamos, incluyendo la edición de folletos divulgativos en los que figuren los 
logotipos tanto de la entidad bancaria como del Centro de Estudios Jurí-
dicos.

Quinto. Incumplimientos.–El incumplimiento total y manifiesto de 
las condiciones de colaboración, será causa de revocación de la entidad 
como colaboradora en la convocatoria de las ayudas económicas.

La realización de modificaciones no autorizadas en las condiciones de 
formalización de los préstamos, supondrá la rectificación y, en su caso, la 
revocación de la selección.
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Sexto. Rescisión.–El Convenio previsto en el apartado undécimo de 
la presente Resolución, tendrá una duración de cinco años, contemplán-
dose la posibilidad de rescisión unilateral por parte del Centro de Estu-
dios Jurídicos, una vez cumplidas las obligaciones económicas que 
correspondan, quedando obligada la entidad colaboradora a mantener las 
condiciones previstas de carencia y amortización.

Séptimo. Documentación a presentar.–La documentación a presen-
tar por las entidades interesadas en participar en la presente convocato-
ria, será la siguiente:

a) Fotocopia compulsada de la acreditación de poder operar como 
entidad de banca en España.

b) Fotocopia compulsada de la escritura de poderes en la que conste 
explícitamente que el representante legal puede suscribir contratos o 
convenios con la Administración público.

c) Declaración del representante legal de no encontrarse la 
empresa incursa en ninguno de los supuesto de incompatibilidad previs-
tos en el artículo 13.2 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de 
Subvenciones.

d) Declaración de compromiso del cumplimiento de las condiciones 
del programa establecidas en el apartado cuarto de esta convocatoria, 
firmada en todas sus hojas.

e) Certificado de estar al corriente de pago de las obligaciones tribu-
tarias de la empresa, expedido por la Agencia Estatal de Administración 
Tributaria.

f) Certificado de estar al corriente de pago de las obligaciones de la 
empresa con la Seguridad Social, espedido por la Tesorería General de la 
Seguridad Social

g) Información sobre la red de sucursales disponibles en el territorio 
nacional para llevar a cabo el programa

h) Plan de difusión de la convocatoria dirigida a los opositores bene-
ficiarios de las ayudas

i) Memoria descriptiva de las mejoras sobre las condiciones del prés-
tamo, asumiéndolas en forma de compromiso vinculante

Octavo. Lugar y plazo de presentación de solicitudes.–Las solicitu-
des para colaborar en este programa se presentarán en el Centro de Estu-
dios Jurídicos (calle Juan del Rosal, 2, 28040, Madrid) o en los registros y 
oficinas previstos en el artículo 38.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre 
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas del Procedimiento 
Administrativo Común, en un plazo de diez días naturales contados a 
partir del siguiente al de la publicación en el «Boletín Oficial del Estado» 
de esta convocatoria.

Si la documentación aportada fuera incompleta o presentara errores 
subsanables, se requerirá a la entidad colaboradora solicitante para que, 
en el plazo de quince días hábiles, de acuerdo con el artículo 48.1 de la 
Ley 30/1992, subsane la falta o acompañe los documentos preceptivos, 
con advertencia de que si no lo hiciese se le tendrá por desistido de su 
solicitud, de acuerdo con lo establecido en el artículo 71 de la Ley de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y Procedimiento 
Administrativo Común y con los efectos previstos en el artículo 42.1 de 
la citada Ley.

Noveno. Evaluación y selección de solicitudes:

1. Para la evaluación de las solicitudes y posterior selección de la 
entidad colaboradora, se constituirá una Comisión de Evaluación que 
tendrá la siguiente composición:

Presidente: El Secretario General del Centro de Estudios Jurídicos.
Vocales: El Subdirector General Jefe de Estudios del Centro de Estu-

dios Jurídicos, un representante del Servicio Jurídico del Estado en el 
Ministerio de Justicia, y un representante de la Intervención Delegada de 
la Administración del Estado en el Centro de Estudios Jurídicos

Secretario: El Jefe del Servicio de Contabilidad, Presupuesto y Nómi-
nas.

2. La Comisión de Evaluación efectuará una propuesta de selección 
de la entidad colaboradora teniendo en cuenta la documentación presen-
tada conforme al apartado séptimo de la presente Resolución, valorando 
cada solicitud conforme al siguiente baremo de puntuación:

Solvencia técnica e implantación territorial: 30%.
Tipo de interés: 40%.
Otras mejoras: 30%.

3. Para la selección se considerará únicamente la documentación 
aportada en cada solicitud.

Décimo. Instrucción y resolución del procedimiento:

1. La instrucción del procedimiento de selección, que se iniciará al 
día siguiente de finalizar el plazo de presentación de solicitudes, corres-
ponderá a la Secretaría General del Centro de Estudios Jurídicos, que en 
un plazo máximo de diez días revisará y comprobará la documentación 

presentada, y verificará que se ajusta a lo indicado en los apartados ante-
riores, no admitiendo aquellas solicitudes que no hayan subsanado los 
defectos u omisiones detectados.

2. El Director General del Centro de Estudios Jurídicos, en aplica-
ción de los criterios establecidos en esta convocatoria y en el régimen 
jurídico aplicable, resolverá la convocatoria. Teniendo en cuenta que la 
resolución se fundamentará exclusivamente en la información aportada 
en la solicitud y en la propuesta de selección emitida por la Comisión de 
Evaluación, se prescindirá del trámite de audiencia, de conformidad con 
lo previsto en el artículo 84.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre.

3. Las solicitudes serán resueltas en el plazo máximo de 30 días natu-
rales desde la propuesta de la Comisión de Evaluación, notificándose la 
resolución de concesión o denegación a cada entidad bancaria solici-
tante.

Undécimo. Refrendo de participación en el programa.–La entidad 
colaboradora que resulte seleccionada refrendará su participación en el 
programa de ayudas mediante un Convenio de colaboración que suscri-
birá con el Centro de Estudios Jurídicos, una vez sea informado por el 
Servicio Jurídico del Estado en el Ministerio de Justicia.

Duodécimo. Recursos.–La resolución de la convocatoria de selec-
ción de la entidad colaboradora pondrá fin a la vía administrativa, y con-
tra la misma podrá interponerse recurso contencioso-administrativo, sin 
perjuicio del recurso de reposición previsto en los artículos 116 y 117 de 
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídicos de las Adminis-
traciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

Decimotercero. Entrada en vigor.–La presente Resolución entrará 
en vigor el día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial del 
Estado.

Madrid, 1 de agosto de 2006.–El Director General del Centro de Estu-
dios Jurídicos, Artemi Rallo Lombarte. 

 15295 RESOLUCIÓN de 5 de julio de 2006, de la Dirección Gene-
ral de los Registros y del Notariado, en el recurso inter-
puesto por don Francisco Real Suárez, en representación 
de «Hijos de Antonio Real, S. L.» contra la negativa del 
registrador de la propiedad de Úbeda, a inscribir una 
sentencia declarando la nulidad de una compraventa.

En el recurso interpuesto por don Francisco Real Suárez, en represen-
tación de «Hijos de Antonio Real, S. L.» contra la negativa del Registrador 
de la Propiedad de Úbeda, don Alejandro Martíno Vico a inscribir una 
sentencia declarando la nulidad de una compraventa.

Hechos

I

Presentado en el Registro de la Propiedad de Úbeda, un testimonio de 
una sentencia dictada con fecha 5 de diciembre de 2005, por el Juzgado de 
lo Mercantil número 1 de Sevilla, es calificado negativamente por el Regis-
trador de la Propiedad de Úbeda, provincia de Jaén, en base a los siguien-
tes hechos y fundamentos de derecho: Hechos: I. En dicho documento se 
han observado los siguientes defectos: 1. Se presenta exclusivamente 
sentencia declarando la nulidad de una compraventa realizada por Explo-
taciones Agrícolas «El Corzo, S. A.», en la que se dice que dicha sentencia 
no es firme por lo que habrá que declarar que la misma ha alcanzado fir-
meza; 2. Dicha sentencia debería venir acompañada de un mandamiento 
judicial para la práctica de la inscripción de nulidad. A los anteriores 
hechos son aplicables los siguientes Fundamentos de Derecho: I. Los 
documentos de todas clases, susceptibles de inscripción, se hallan suje-
tos a la calificación del Registrador de la Propiedad quien, bajo su respon-
sabilidad, ha de resolver acerca de la legalidad de las formas extrínsecas, 
la capacidad de los otorgantes y la validez de los actos contenidos en los 
mismos de conformidad con lo establecido en el artículo 18 de la Ley 
Hipotecaria y 98 a 100 del Reglamento Hipotecario; II. En relación a las 
circunstancias reseñadas en el hecho I apartado 1 anterior, debe tenerse 
consideración que el artículo 82 de la Ley Hipotecaria dispone que las 
inscripciones hechas en virtud de escritura pública no se cancelarán sino 
por sentencia contra la cual no se halle pendiente recurso de casación. Y 
respecto al defecto número 2 del apartado I, habrá que tener en cuenta el 
artículo 257 de la Ley Hipotecaria, en donde se establece que para que en 
virtud de resolución judicial pueda hacerse cualquier asiento en el Regis-
tro, expedirá el Juez o Tribunal, por duplicado, el mandamiento corres-
pondiente. A mayor abundamiento el artículo 159.5.º de la Ley de Enjui-
ciamiento Civil contempla el mandamiento para ordenar la práctica de 
cualquier actuación cuya ejecución corresponda a los Registradores de la 
Propiedad; III. De conformidad con la regla contenida en el artículo 322 
de la Ley Hipotecaria, el registrador debe proceder a la notificación de la 


